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Pereira, nueve de febrero de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de 9 de febrero de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela iniciada por el señor Jehinson Alexander Osorio González contra la POLICÍA NACIONAL – DIRECCIÓN GENERAL.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Osorio González que el día 28 de noviembre de 2016, luego de conocer el resultado de la Junta Medico-Laboral No 10501 en la cual fue calificado como “NO APTO CON REUBICACIÓN”, solicitó al Director General de la Policía Nacional, General Jorge Hernando Nieto Rojas, su llamado a calificar servicios, toda vez que no tenía la intención de continuar en la Institución.

Refiere que mediante comunicación No S-2016-338280 DITAH APROP, adiada 15 de diciembre de 2016, le fue informado que su petición sólo sería resuelta hasta el 5 de marzo del presente año, es decir, una vez trascurrieran los cuatro meses con los que contaba el calificado para recurrir la decisión de la Junta Médico Laboral ante el Superior de ese órgano multidisciplinario.

En consideración a lo manifestado por la accionada, mediante comunicación de fecha 28 de diciembre de 2016, renunció al derecho de impugnar la calificación otorgada por la Junta Medico – Laboral; no obstante, a la fecha de presentación de la presente acción constitucional, no ha recibido respuesta a su solicitud. 

Es por todo lo anterior que estima vulnerado el derecho fundamental al debido proceso, por lo que reclama su protección y como consecuencia, una pronta respuesta a la renuncia formulada en relación con la reubicación laboral y el trámite oportuno de la asignación de retiro, por parte de la Policía Nacional –Dirección General.

TRÁMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción, se corrió traslado por dos (2) días a la Dirección General de la Policía Nacional, dependencia que guardó silencio.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera la Dirección de la Policía Nacional el debido proceso del actor, al no dar trámite a la solicitud de llamado a calificar servicios y la renuncia a la reubicación laboral, hasta que no trascurra el término de cuatro -4 meses- previsto en el artículo 29 del Decreto 094 de 1989, para que el interesado convoque al Tribunal Médico – Laboral de Revisión Militar y de Policía?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DEL DEBIDO PROCESO

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador y observando los términos establecidos para adelantar las actuaciones.

En ese sentido ha dicho la Corte desde sus inicios:

 “La consagración de los términos judiciales por el legislador y la perentoria exigencia de su cumplimiento, tienen íntima relación con el núcleo esencial del derecho al acceso a la justicia y al debido proceso, pues la indeterminación de los términos para adelantar las actuaciones procesales o el incumplimiento de éstos por las autoridades judiciales, puede configurar una denegación de justicia o una dilación indebida e injustificada del proceso, ambas proscritas por el Constituyente.”

Más recientemente manifestó:

“Como acaba de señalarse las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico y que se ocupan del diseño de los procedimientos y la fijación de términos preclusivos para las actuaciones de las partes y de las autoridades sirven al propósito de materializar los valores y principios del ordenamiento. Esa finalidad conmina a su observancia estricta y no permite la atenuación de las cargas, en la medida en que son necesarias para la seguridad jurídica, la garantía de acceso efectivo a la administración de justicia y constituyen parámetros que permiten hacer efectiva la igualdad entre los asociados.”

2. DE LA VALORACIÓN DE LA CAPACIDAD SICOFÍSICA DEL MIEMBRO ACTIVO DE LAS FUERZAS MILITARES Y DE POLICÍA.

El Decreto 1796 de 2000, regula, entre otros aspectos, la evaluación de la capacidad sicofísica de los miembros de la “Fuerza Pública, Alumnos  de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la  Policía Nacional, personal civil al servicio del  Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no uniformado de la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993”, asignando dicha carga, en primera instancia a la Junta Médico Laboral, conforme lo establece el artículo 15 de la citada disposición. 

Por su parte, el artículo 21 ibídem precisa que “TRIBUNAL MEDICO-LABORAL DE REVISION MILITAR Y DE POLICIA conocerá en última instancia de las reclamaciones que surjan contra las decisiones de las Juntas Médico-Laborales y en consecuencia podrá ratificar, modificar o revocar tales decisiones. Así mismo, conocerá en única instancia la revisión de la pensión por solicitud del pensionado”.

Y el parágrafo segundo de la misma disposición precisa que el funcionamiento de éste órgano continuará regido por el Decreto 094 de 1989, “hasta tanto se adopte la correspondiente normatividad por parte del Gobierno Nacional”.

Es así entonces que el artículo 27 de esta última normatividad, establece que el Comandante General de las Fuerzas Militares, el Director General de la Policía Nacional o el Secretario General del Ministerio de Defensa, según el caso, el interesado o la respectiva Dirección de Sanidad, están facultados para convocar al Tribunal Médico –Laboral de Revisión Médico Laboral y de Policía.

A su vez, el artículo 29 establece que el interesado en solicitar dicha convocatoria “podrá hacerlo dentro de los cuatro (4) meses siguientes a partir de la fecha en que se le notifique la decisión de la Junta Médico – Laboral”.

3. CASO CONCRETO
En el presente asunto, el actor reprocha que, a pesar de haber renunciado al término de 4 meses que la Ley le otorga para recurrir el dictamen de la Junta Médico Laboral, la Institución no haya dado trámite a su solicitud de llamarlo a calificar servicios por disminución de su capacidad laboral, tras haber renunciado a la reubicación laboral, dispuesta mediante Junta Médico Laboral No 10501 del 21 de octubre de 2016.

De acuerdo con la normatividad que regula el trámite de la calificación de la capacidad sicofísica de los miembros de la Policía Nacional, analizado en precedencia, el término de cuatro meses que dispone la norma para convocar al Tribunal Médico-Laboral de Revisión Médico Laboral y de Policía, no se encuentra dispuesto sólo para el calificado, sino también para la entidad nominadora, en este caso la Policía Nacional, tal como lo prevé el artículo 27 del Decreto 094 de 1989, antes citado, con lo cual, ningún efecto práctico tiene el hecho de que el actor haya renunciado a ese derecho, si los demás interesados no lo hicieron.

En ese entendido, independientemente de la renuncia al término realizada por el accionante, mal haría la Dirección General de la Policía Nacional, en iniciar el trámite correspondiente al retiro del accionante, sin que hayan transcurrido los cuatro meses con los que cuenta ella y la Dirección de Sanidad de la misma Institución para controvertir el concepto de “NO APTO”, emitido por la Junta Médico Laboral de Policía, pues en ese caso, al no observar los términos previstos por la legislación para tales efectos, estaría vulnerando el derecho fundamental al debido proceso del cual son titulares quienes, al igual que el señor Osorio González, están facultados para acudir al órgano superior.

Lo dicho, es suficiente para concluir que no existe afectación alguna de los derechos fundamentales del señor JEHINSON ALEXANDER OSORIO GONZÁLEZ, razón por la cual se negará la protección solicitada.

Así las cosas, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por JEHINSON ALEXANDER OSORIO GONZÁLEZ.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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